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SENTENCIA N.° 198-16-SEP-CC

CASO N.° 1672-11-EP

CORTE CONSTITUCIONAL DEL ECUADOR

I. ANTECEDENTES

Resumen de admisibilidad

El doctor Marcos Iván Caamaño Guerrero en calidad de delegado de la arquitecta
María de los Angeles Duarte, ministra de Transporte y Obras Públicas, y la
abogada Cynthia María Guerrero Mosquera en calidad de directora ejecutiva de
la Agencia Nacional de Transporte Terrestre, Tránsito y Seguridad Vial,
presentaron acción extraordinaria de protección en contra de la sentencia emitida
el 2 de agosto del 2011, por la Sala de lo Penal de la Corte Provincial de Justicia
de Loja, que confirmó la sentencia subida en grado dictada por el juez tercero de
lo civil de Loja, en el conocimiento de la acción de protección presentada por el
ingeniero Jorge Bailón Abad en calidad de alcalde del cantón Loja y la doctora
María Alejandra Cueva, procuradora sindica municipal.

El 26 de septiembre del 2011, la Secretaría General de la Corte Constitucional,
para el período de transición, de conformidad con lo establecido en el segundo
inciso del artículo 17 del Reglamento de Sustanciación de Procesos de
Competencia de la Corte Constitucional, certificó que en referencia a la acción
N.° 1672-11-EP, no se ha presentado otra demanda con identidad de objeto y
acción.

La Sala de Admisión de la Corte Constitucional, para el período de transición,
conformada por los jueces constitucionales Nina Pacari Vega, Patricio Pazmiño
Freiré y Alfonso Luz Yunes, mediante auto del 7 de diciembre del 2011, admitió
a trámite la acción extraordinaria de protección N.° 1672-11-EP.

El 6 de noviembre de 2012, se posesionaron ante el Pleno de la Asamblea
Nacional los jueces de la Primera Corte Constitucional, integrada conforme lo
dispuesto en los artículos 432 y 434 de la Constitución de la República.

El 5 de noviembre de 2015, se posesionaron ante el Pleno de la Asamblea
acional, los jueces constitucionales Pamela Martínez Loayza, Roxana Silva
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Chicaiza y Francisco Butiñá Martínez, de conformidad con lo dispuesto en los
artículos 432 y434 de la Constitución de la República del Ecuador.

Mediante providencia del 10 de diciembre de 2015, la jueza constitucional
Pamela Martínez Loayza en su calidad de jueza sustanciadora, en virtud del
sorteo efectuado por el Pleno del Organismo en la sesión extraordinaria del 11 de
noviembre de 2015, avocó conocimiento de la causa.

De la demanda y sus argumentos

Los accionantes indican que la decisión objeto de la presente acción
extraordinaria de protección, tuvo lugar en el marco del conocimiento del recurso
de apelación interpuesto en contra de la sentencia del 6de junio de 2011, dictada
por el juez tercero de lo civil de Loja, dentro de la acción de protección
presentada por el ingeniero Jorge Bailón Abad en calidad de alcalde del cantón
Loja y por la doctora María Alejandra Cueva Guzmán, procuradora sindica
municipal.

Señalan los legitimados activos que el juez de primera instancia aceptó la acción
de protección y en consecuencia, declaró la vulneración de los derechos
constitucionales al debido proceso y a la seguridad jurídica, dejando sin efecto el
oficio N.° 0438-D-UAPTL-2011 del 21 de abril del 2011, suscrito por el doctor
Marcos Armijos, Director de la Unidad Administrativa Provincial de Tránsito y
el oficio N.° 0001202-DE-ANT-2001 del 8 de abril de 2011, suscrito por el señor
Ricardo Antón, director ejecutivo de la Agencia Nacional de Tránsito, en
relación al cantón Loja.

Manifiestan los legitimados activos que el juez ad quem, no consideró que el
artículo 88 de la Constitución de la República del Ecuador determina que la
acción de protección procede en contra de actos administrativos y que los oficios
objeto del presente análisis, son actos de simple administración, que de
conformidad con los artículos 65 y 70 del Estatuto del Régimen Jurídico
Administrativo de la Función Ejecutiva, se diferencian porque el primero es la
declaración unilateral efectuada en ejercicio de la función administrativa que
produce efectos jurídicos de forma directa, mientras que los segundos son toda
declaración unilateral, realizada en ejercicio de la función administrativa que
produce efectos jurídicos individuales de manera indirecta, en virtud de que solo
afectan a los administrados a través de los actos, reglamentos y hechos
administrativos, dictados o ejecutados en su consecuencia.
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Alegan los accionantes que las instituciones públicas no tienen capacidad de
reclamar el reconocimiento de derechos humanos a su favor, puesto que estos son
de titularidad exclusiva de las personas naturales.

Indican que de conformidad con el artículo 42 numeral 4 de la Ley Orgánica de
Garantías Jurisdiccional y Control Constitucional, la acción de protección es
improcedente cuando el acto administrativo pueda ser impugnado en la vía
judicial.

Adicionalmente, los legitimados activos indicaron que existe un Convenio de
Transferencia de Funciones, celebrado el 11 de mayo de 1999 entre el Consejo
Nacional de Tránsito y Transporte Terrestres, y el Municipio de Loja, que en la
cláusula 3.2 determina que las decisiones que adopte el municipio sobre tránsito
y transporte terrestre urbano en el cantón Loja se enmarcarán dentro de las
políticas generales que dictamine el Consejo Nacional de Tránsito y Transporte
Terrestre.

Finalmente, manifiestan los accionantes que el municipio no ha dado
cumplimiento a la obligación allí contenida y que se abrogó funciones que no le
correspondían al conceder permisos de operación, alejándose así de las políticas
generales de la Agencia Nacional de Tránsito e inobservando el artículo 226 de la
Constitución de la República del Ecuador, respecto a que las instituciones del
Estado, sus organismos, dependencias, servidoras y servidores públicos, y las
personas que actúen en virtud de la potestad estatal, ejercerán solamente las
competencias y facultades atribuidas en la Constitución y en la ley.

Derechos constitucionales presuntamente vulnerados

Del contenido de la demanda de acción extraordinaria de protección, presentada
por el doctor Marcos Iván Caamaño Guerrero en calidad de delegado de la
arquitecta María de los Angeles Duarte, ministra de Transporte y Obras Públicas,
y la abogada Cynthia María Guerrero Mosquera en calidad de directora ejecutiva
de la Agencia Nacional de Transporte Terrestre, Tránsito y Seguridad Vial, se
establece que los accionantes alegan la vulneración del derecho a la seguridad
jurídica contenido en el artículo 82 de la Constitución de la República del
Ecuador.

Pretensión concreta

s accionantes al deducir su demanda de acción extraordinaria de protección en
su pretensión, expresaron: "Por lo expuesto, la Corte Constitucional constatará y
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determinar (sic) la violación del derecho a la seguridad jurídica a través del acto
procesal recurrido, (...) yordenará la invalidez jurídica de lo resuelto, por atentar
contra el ordenamiento jurídico constitucional...".

De la contestación a la demanda

Sala de lo Penal de la Corte Provincial de Justicia de Loja

Comparecen mediante escrito constante a fojas 42 del expediente constitucional,
los doctores Francisco Segarra R., Leonardo Bravo G., Marco Aguirre T., Wilson
Rodas O., y finalmente, Wilson Condoy H., en calidad de jueces de la Sala de lo
Penal de Corte Provincial de Justicia de Loja, manifestando que las autoridades
jurisdiccionales que emitieron la sentencia del 2 de agosto del 2011, ya no se
encuentran en funciones, no remiten informe alguno porque no conocieron dicho
proceso.

Procuraduría General del Estado

Según consta a fojas 39 del expediente constitucional, el 22 de diciembre del
2015, compareció el abogado Marcos Arteaga Valenzuela en calidad de director
nacional de Patrocinio y delegado del procurador general del Estado, y señaló
casilla judicial.

Terceros con interés en el proceso

En el expediente constitucional consta que a fojas 09 y 25, el 28 de octubre del
2011 y el 28 de marzo del 2012, comparecieron el alcalde y el procurador síndico
del Municipio de Loja respectivamente, con la finalidad deseñalar casilla judicial
y autorizar a su abogado defensor para el conocimiento del caso.

Decisión judicial impugnada

La decisión judicial impugnada es la sentencia del 2 de agosto del 2011, emitida
por la Sala de lo Penal de la Corte Provincial de Justicia de Loja, que en lo
principal, resolvió:

... SEXTO.- Ahora bien, A) el Art. 88 de la Constitución prescribe: "La acción de
protección tendrá por objeto el amparo directo y eficaz de los derechos reconocidos en
la Constitución, y podrá interponerse cuando exista una vulneración de derechos
constitucionales, por actos u omisiones de cualquier autoridad pública no judicial,
contra políticas públicas cuando supongan la privación del goce o ejercicio de los
derechos constitucionales; y cuando la violación proceda de una persona particular, si la
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violación del derecho provoca daño grave, si presta servicios públicos impropios, si
actúa por delegación o concesión, o si la persona afectada se encuentra en estado de
subordinación, indefensión o discriminación".- A su turno, el numeral 1ro. del Art. 41
de la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Jurisdiccional, dice que la
acción de protección constitucionales (sic) procede contra todo acto u omisión de
autoridad pública no judicial que viole o haya violado, los derechos, que menoscabe,
disminuya o anule su goce o ejercicio; B).- El análisis de las normas citadas permite
concluir, en lo de interés: Que la Acción de Protección procede contra la violación
consumada de derechos constitucionales de las personas, es decir es una garantía
efectiva y plena para todo ciudadano cuyos derechos hubiesen sido conculcados.-
SEPTIMO: Es necesario transcribir las siguientes disposiciones: 7.1.- El Art. 264
numeral 6, de la Constitución de la República que prescribe: "... Los gobiernos
municipales tendrán las siguientes competencias exclusivas sin perjuicio de otras que
determine la ley... 6.- Planificar, regular y controlar el tránsito y el transporte público
dentro de su territorio cantonal". 7.2.- El Art. 130 del COTAD (sic) que dice: "El
ejercicio de la competencia de tránsito y transporte, en el marco del plan de
ordenamiento territorial de cada circunscripción se desarrollará de la siguiente forma: A
los gobiernos autónomos descentralizados municipales les corresponde de forma
exclusiva, planificar, regular y controlar el tránsito, el transporte y la dentro de su
territorio cantonal..." Más adelante la misma disposición señala: " Los gobiernos
autónomos descentralizados municipales definirán en su cantón el modelo de gestión de
la competencia de tránsito y transporte público de conformidad con la ley...",
OCTAVO.- En este contexto observamos que los oficios impugnados reflejan la
materialización de actos o decisiones emanados de autoridad pública no judicial que
afectan la competencia otorgada por la Constitución y la ley al Municipio de Loja en
particular, en materia de tránsito, vulnerándose además los derechos constitucionales del
debido proceso y la seguridad jurídica, por los siguientes motivos: 8.1).- Porque si bien
el Art. 123 de la Ley Orgánica Reformatoria a la Ley Orgánica de Transporte Terrestre,
Tránsito y Seguridad Vial, dice que hasta tanto los municipios asuman las competencias
una vez que hayan cumplido con el procedimiento establecido en el COTAD (sic),
dichas competencias serán ejercidas por la Agencia Nacional de Regulación y Control
del Transporte Terrestre, Tránsito y Seguridad Vial, a (sic) de entenderse que esta
facultad rige para los casos en que las competencias en esta materia aún no han sido
transferidas a los municipios; 8.2.- Porque en el caso del Municipio de Loja, está
vigente el convenio suscrito en el mes de mayo del año de 1999 con el entonces Consejo
Nacional de Tránsito y Transporte Terrestre, mediante el cual se transfirió la
competencia en materia de tránsito al Municipio de Loja y que en base a dicho convenio
el Municipio expidió la correspondiente Ordenanza y creó la Unidad de Tránsito
Municipal, a las que se suman las referidas disposiciones constitucionales y legales todo
lo cual viene a ser afectado por las órdenes emitidas por el Director Ejecutivo de la
Agencia Nacional de Tránsito mediante los oficios impugnados con esta Acción de
Protección que revelan una intromisión en sus decisiones y vulneran el derecho
constitucional de ejercicio de las competencias. Resulta contradictorio e ilógico que
luego de haberse transferido la competencia al Municipio de Loja, en materia de tránsito
como lo reconoce el propio Director Ejecutivo de la Agencia Nacional de Transporte, se
diga que ulteriormente dicho Municipio podrá otorgar permisos de operación para los

dice en su referido oficio 1202-1, con lo que se genera un
para todos quienes han logrado regularizar el servicio de

transporte mediante la modalidad de taxi ejecutivo por medio de la Ordenanza

/ taxis" ejecutivos, como lo dice
/^^^éstado de inseguridad jurídica

J^rj^ transporte mediante la moda

ki^
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Municipal; y, NOVENO.- La alegación hecha por la parte accionada en el sentido de
que la aquo en su resolución hace referencia aun número de oficio que no corresponde
al que consta en la demanda, es irrelevante ya que la pretensión está clara y concreta .
Por lo estas consideraciones, ADMINISTRANDO JUSTICIA, EN NOMBRE DEL
PUEBLO SOBERANO DEL ECUADOR, Y POR AUTORIDAD DE LA
CONSTITUCIÓN Y LAS LEYES DE LA REPÚBLICA, se desecha el recurso de
apelación interpuesto y en consecuencia se confirma la sentencia subida en grado.
Ejecutoriada esta sentencia, remítase la misma a la Corte Constitucional en
cumplimiento del numeral 5 del Art. 86 de la Constitución de la República del
Ecuador...

II. CONSIDERACIONES Y FUNDAMENTOS DE LA CORTE
CONSTITUCIONAL

Competencia

La Corte Constitucional es competente para conocer y resolver las acciones
extraordinarias de protección contra sentencias, autos definitivos y resoluciones
con fuerza de sentencia, de conformidad con lo previsto en los artículos 94 y437
de la Constitución de la República, en concordancia con los artículos 63 y 191
numeral 2 literal d de la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control
Constitucional, artículo 3 numeral 8 literal c y tercer inciso del artículo 46 de la
Codificación del Reglamento de Sustanciación de Procesos de Competencia de la
Corte Constitucional.

Naturaleza jurídica, alcances y efectos de la acción extraordinaria de
protección

La acción extraordinaria de protección procede exclusivamente en contra de
sentencias o autos en firme o ejecutoriados en los que se haya violado por acción
u omisión, derechos reconocidos en la Constitución; en esencia, la Corte
Constitucional, por medio de esta acción excepcional, solo se pronunciará
respecto de dos cuestiones principales: la vulneración de derechos
constitucionales o la violación de normas del debido proceso.

La acción extraordinaria de protección tiene como finalidad que la vulneración
de derechos constitucionales o la violación de normas del debido proceso no
queden en la impunidad, por lo que asumiendo el espíritu garantista de la vigente
Norma Suprema, mediante esta acción excepcional, se permite que las
sentencias, autos y resoluciones firmes y ejecutoriados puedan ser objeto de
revisión por parte del más alto órgano de control de constitucionalidad en el país,
la Corte Constitucional.



Corte
Constitucional
del ecuador
Caso N.° 1672-11-EP

Planteamiento del problema jurídico

Página 7 de 18

Corresponde a la Corte Constitucional establecer si la sentencia de la cual se
presentó acción extraordinaria de protección, vulneró o no derechos
constitucionales, lo cual se planteará por medio del siguiente problema jurídico:

La sentencia emitida el 2 de agosto del 2011, por la Sala Penal de la Corte
Provincial de Justicia de Loja, ¿vulneró el derecho a la seguridad jurídica
establecido en el artículo 82 de la Constitución de la República del Ecuador?

El derecho a la seguridad jurídica se encuentra previsto en el artículo 82 de la
Constitución de la República, en los siguientes términos: "El derecho a la
seguridad jurídica se fundamenta en el respeto a la Constitución y en la
existencia de normas jurídicas previas, claras, públicas y aplicadas por las
autoridades competentes".

En consonancia con lo expuesto, la Corte Constitucional del Ecuador, en su
condición de máximo órgano de control, interpretación constitucional y de
administración de justicia en esta materia, ha señalado en su sentencia N.° 004-
15-SEP-CC dictada dentro del caso N.° 1608-13-EP, que:

La seguridad jurídica es un derecho constitucional, que garantiza el respeto a la
Constitución de la República, destacando la supremacía constitucional que rige el
Estado constitucional de derechos y justicia social a su vez, tutela que las autoridades
competentes apliquen normas jurídicas, previas, claras y públicas. De esta forma, a
través de este derecho se genera certeza jurídica en tanto las personas conocen con
anticipación las consecuencias jurídicas que el ordenamiento jurídico ha establecido
para cada hecho concreto.

Por otra parte, la Corte Constitucional en observancia del control de
convencionalidad, establece que la Corte Interamericana de Derechos Humanos,
en relación al respeto de normas previas, claras y públicas, aplicadas por
autoridades competentes, ha señalado que tiene relación con la protección
judicial:

116. (...) el artículo 25.1 de la Convención contempla la obligación de los Estados
Partes de garantizar, a todas las personas bajo su jurisdicción, un recurso judicial
efectivo contra actos violatorios de sus derechos fundamentales. Dicha efectividad
supone que, además de la existencia formal de los recursos, éstos den resultados o
respuestas a las violaciones de derechos contemplados ya sea en la Convención, en la
Constitución o en las leyes. Así mismo, la Corte ha establecidoque para que un recurso
sea efectivo, no basta con que esté previsto por la Constitución o la ley, o que sea
formalmente admisible, sino que se requiere que sea realmente idóneo para establecer si
se ha incurrido en una violación a los derechos humanos y proveer lo necesario para1
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remediarla No pueden considerarse efectivos aquellos recursos que, por las condiciones
«^dd *Ss oincluso por las circunstancias particulares de un caso dado, resulten
flusorios En virtud de lo anterior, el Estado tiene la responsabilidad no solo de diseñar yin^ar normativamente un recurso eficaz, sino también de asegurar la debida
¡¡So de dicho recurso por parte de sus autoridades judiciales1 (resaltado fuera del
texto).

Por otro lado, la importancia de este derecho constitucional radica en que la
seguridad jurídica:

es valiosa para el individuo. La certidumbre jurídica es "seguridad de orientación"
El sujeto quiere saber, dice Henkel como ha de comportarse según las exigencias del
derecho en determinadas relaciones sociales o situaciones de la vida y que
comportamiento puede esperar opretender de los otros: con otras palabras, que hechos
yoTgaciones existen para él ycon qué consecuencias jurídicas de su comportamiento
tiene que contar2...

Por tanto, en el ámbito de dichas determinaciones, corresponde a la Corte
Constitucional el análisis de la vulneración o no del derecho a la segundad
jurídica en el caso en concreto.

Continuando con el análisis, este Organismo observa que la decisión objeto de la
presente garantía jurisdiccional fue desarrollada en nueve considerandos de los
cuales desde el primero al quinto, radicó su competencia, a la validez del
proceso, a los antecedentes respecto a los argumentos del recurrente ycito los
actos objeto de la acción de protección ydel sexto al noveno, consta el desarrollo
de losargumentos correspondientes.

En este orden de ideas, en el considerando sexto, la Sala hizo referencia
inicialmente al contenido del artículo 88 de la Constitución, así como al articulo
41 de la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional.
Posteriormente, en el considerando séptimo, la Sala transcribió los artículos 264
numeral 6 de la Constitución de la República del Ecuador y 130 del Código
Orgánico de Organización Territorial, Autonomía y Descentralización
(COOTAD), los que respectivamente determinan que los gobiernos autónomos
municipales'tienen competencias exclusivas para planificar, regular ycontrolar el
tránsito y el transporte público dentro de su territorio cantonal, con la rectoría
general del Ministerio del ramo.

En el considerando octavo, la Sala se refirió al artículo 123 de la Ley Orgánica
Reformatoria a la Ley Orgánica de Transporte Terrestre, Tránsito y Segundad

1CIDH caso Liakat Ali Alibux vs. Suriname. Sentencia del 30 de enero de 2014. párr. 116.*lui!T'SSz ¿«cambra. Filosofía del Derecho, Barcelona, Bosh, 1979, p. 609. Citado por D.ego Mart.nez Marulanda.
Fundamentos para una introducción al derecho, Ed. Universidad de Antioquía, Colombia, 2007, p. 132.
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Vial, que determina que hasta que los municipios asuman las competencias una
vez que hayan cumplido con el procedimiento establecido en el COOTAD,
dichas competencias serán ejercidas por la Agencia Nacional de Regulación y
Control del Transporte Terrestre, Tránsito y Seguridad Vial.

Con fundamento en la referida prescripción normativa, laSala determinó que esta
facultad rige para los casos en que las competencias en esta materia aún no han
sido transferidas a los municipios, y conforme los antecedentes del caso, señaló
que existe un convenio de transferencia de funciones de tránsito, firmado en
mayo de 1999 entre el Municipio de Loja y la ahora Agencia Nacional de
Tránsito.

Así también, la judicatura argumentó que se evidenció que mediante los oficios
impugnados con la acción de protección, ha existido una intromisión en las
decisiones del municipio, vulnerando de esta manera el derecho al ejercicio de
sus competencias, contenido en la Constitución de la República del Ecuador,
generando un estado de inseguridad jurídica para todos quienes han logrado
regularizar el servicio de transporte mediante la modalidad de taxi ejecutivo por
medio de la ordenanza municipal.

Del contenido del considerando noveno, esta Corte observa que la Sala resolvió
desechar el recurso de apelación interpuesto y en consecuencia, confirmó la
sentencia subida en grado, que aceptó la acción de protección presentada por el
Municipio de Loja en contra del Ministerio de Transporte y Obras Públicas y la
Agencia Nacional de Transporte Terrestre, Tránsito y Seguridad Vial.

Previo a continuar, para mejor entendimiento, la Corte Constitucional considera
pertinente citar a continuación, el contenido de los oficios objeto de análisis de la
acción de protección y su apelación:

Of. Nro. 0438-D-UAPTL-2011 (...)

Por medio del presente, hago llegar a usted, el oficio nro. 0001202-DE-ANT-2011, de
fecha 08 de abril del 2011, suscrito por el señorRicardo Antón, Director Ejecutivo de la
Agencia Nacional de Tránsito, por medio del cual y luego de enunciar la norma legal,
haceconocerque, no podrán ser sancionados las empresas, conductores y vehículos que
prestan el servicio de transporte ejecutivo en fase jurídica de transición y que se
encuentran inmersos en proceso de legalización, ante la Agencia Nacional de Tránsito,
solicitando a su vez, se disponga al personal de control a nivel nacional el
cumplimiento, para lo cual, remite la nómina de Compañías en formación...

ÍÍCIO No. 00001202-DE-ANT-2011 (...)
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Consta en la Transitoria Décimo Séptima, de la LOTTTSV "De conformidad con lo
previsto en la disposición general primera yel Art. 57 de esta Ley; el proceso de
legalización y regulación del servicio ejecutivo concluirá integramente en el plazo
perentorio de 2 meses a partir de la promulgación de esta Ley. En tal virtud, las
cooperativas, empresas uoperadores, conductores yvehículos que prestan actualmente
el servicio ejecutivo en fase jurídica de transición y que se encuentran inmersos en
dicho proceso de legalización y regulación ante la agencia Nacional de Transporte
Terrestre Tránsito y Seguridad Vial, la Comisión de Tránsito del Guayas y los
Municipios que hayan asumido competencias en la materia, no podran ser sancionados
conforme a lo dispuesto en esta ley, hasta que la totalidad del proceso de legalización
haya concluido con la entrega de los respectivos permisos de operación'.

En virtud de lo expuesto, en la norma legal, sírvase disponer al personal de Control a
nivel nacional el cumplimiento, para el efecto les remito la nómina de las Compañías en
formación, para el servicio de taxi ejecutivo. Transcurrido(s) los dos meses es
remitiremos los Permisos de Operaciones donde constarán los socios, accionista y los
vehículos que definitivamente operarán en el servicio de taxi ejecutivo...

Ahora bien, este Organismo procederá arealizar su análisis ala luz del contenido
de la decisión objeto de la presente acción extraordinaria de protección, asi como
también en atención a las alegaciones realizadas por los accionantes.

Así pues en atención ala primera alegación sobre la vulneración del derecho ala
seguridad jurídica señalada por los accionantes respecto de que los actos objeto
de la acción de protección no constituyen actos administrativos, sino actos de
simple administración, y que por ello no procedía la garantía en cuestión, la
Corte Constitucional considera que dicha alegación se vierte en contradictoria, en
tanto señalaron que también no procedía porque el "acto administrativo" debía
impugnarse mediante la vía judicial pertinente; por tanto, los mismos accionantes
asumen que se trata de un acto administrativo.

Así también, este Organismo precisa que la prescripción normativa
constitucional relativa a la acción de protección, establece que tiene como objeto
el amparo directo yeficaz de los derechos reconocidos en la Constitución, yque
puede ser presentada contra el acto uomisión de cualquier autoridad pública no
judicial. De esta manera queda claro que se puede presentar una acción de
protección contra cualquier acto de autoridad pública que no sea judicial. La
acción deberá ser concedida en el caso de que este acto genere vulneraciones de
derechos constitucionales. En consecuencia, el tipo de acto de autoridad pública
no es el presupuesto central de análisis dentro de una acción de protección, lo es
su consecuencia.

En lo que respecta a la segunda afirmación realizada por los accionantes,
relacionada con la improcedencia de la acción de protección, en razón de que a
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su criterio solo puede ser presentada por personas naturales y no por personas
jurídicas, este Organismo estima necesario recordar que mediante la sentencia
N.° 024-09-SEP-CC del caso N.° 0009-09-EP, la Corte Constitucional expresó
que con el fin de velar por el debido proceso, se entiende que todas las personas
tienen acceso a la justicia, cuando se cumplan los parámetros establecidos en la
Constitución y leyes respectivas, en razón de que las personas jurídicas de
derecho público y privado son también sujetas de procesos judiciales, por lo que
le son aplicables los principios de igualdad en el proceso y acceso efectivo a la
justicia, porque el sistema constitucional vigente es abierto en el acceso a la
justicia constitucional en esta materia3.

Es claro entonces que en aras de garantizar un efectivo ejercicio de los derechos
constitucionales, así como también la vigencia de principios tales como el de
igualdad procesal, se considera que el acceso a la justicia es para todas las
personas indistintamente de la condición que ostenten -natural o jurídica-. En
este orden de ideas, en lo que respecta a la presentación de garantías
jurisdiccionales, la Corte Constitucional ratifica el criterio constante en la
decisión antes referida en lo que respecta a:

... i) que las personas en general tienen pleno derecho de acceder a la Acción
Extraordinaria de Protección, siempre y cuando se cumplan los parámetros establecidos
en el artículo 437.1 y 2 de la Constitución de la República; ii) Las personas jurídicas de
derecho público y privado son también sujetas de procesos judiciales, para quienes
también les son aplicables losprincipios de igualdad en el proceso y acceso efectivo a la
justicia...

Entonces con el fin de garantizar dichos derechos para el acceso a los órganos de
justicia, la Corte Constitucional determina que el legitimado activo de la acción
de protección, que fue el Municipio de Loja, por medio de sus respectivos
representantes legales, que son el alcalde y la procuradora sindica, se
encontraban legitimados para presentar dicha acción, toda vez que el
constituyente en la prescripción normativa constante en el artículo 86 numeral 1
de la Constitución de la República no estableció determinación alguna respecto a
qué tipo de personas se encuentran facultadas para la formulación de las acciones
previstas en el texto constitucional, dejando de esta manera abierta la posibilidad
de que las personas jurídicas sean estas públicas o privadas, ejerzan su derecho
de acción.

Finalmente, corresponde a esta Corte analizar el tercer punto de alegación de los
mtes, respecto de que si en el presente caso, se produjo la vulneración del

io a la seguridad jurídica por parte de los jueces de la Sala Penal de la Corterere

3Corte Constitucional, parael período de transición, sentencia N.° 024-09-SEP-CC delcaso N.° 0009-09-EP.
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Provincial de Justicia de Loja, al rechazar el recurso de apelación yconfirmar la
procedencia de la acción de protección, aduciendo que extsüan las vías legales
pertinentes para dirimir el conflicto.

En la decisión objeto de la presente garantía jurisdiccional, se desprende que la
Sala de lo Penal de la Corte Provincial de Justicia de Loja, determino la
existencia de un "conflicto de competencias" yconsideró que las competencias
otorgadas alos gobiernos autónomos municipales deben ser entendidas como un
derecho.

Al respecto, es necesario mencionar que las competencias son:
el conjunto de funciones que un agente puede legítimamente ejercer; el concepto de

Í¿S" da así las medidas de las actividades que de acuerdo al ordenamiento
ju^rcoSesponden acada órgano administrativo. Es su aptitud legal de obrar ypor
So * ta podido decir que incluso formaría parte esencial e integrante del propio
concepto de órgano4.

Por otro lado, la Corte Constitucional respecto alos derechos ha manifestado lo
siguiente:

La expedición de la Constitución del año 2008 significó sin lugar a duda el
posicionamiento de un nuevo marco constitucional cuyo fin principal es la proteccion de
derechos constitucionales. Para ello, la Constitución de la República elimino la
categorizaciones de derechos que se evidenciaban en anteriores constituciones ypaso a
establecer una igualdad jerárquica de todos los derechos, y en consecuencia una
protección integral deestos.

Así, conforme lo dispuesto en el artículo 11 numeral 6 de la Constitución de la
República, todos los principios y los derechos son inalienables, ¡"enunciables
indivisibles, interdependientes yde igual jerarquía. Inalienables en el sentido de que los
derechos constitucionales no pueden ser negados aninguna persona; irrenunciables por
cuanto estos no pueden ser privados, ni su titular puede renunciar aellos; indivisibles,
en razón de que los derechos no pueden ser disgregados de los demás derechos deben
actuar todos de forma interdependiente, relacionados unos con otros, ya que son la base
en la que se asienta el aparato estatal. Finalmente, nuestra Constitución de la República
determina que los derechos constitucionales son de igual jerarquía y de aplicaron
directa en el sentido de que todos tienen el mismo valor e importancia, yrequieren la
misma'protección por parte del Estado, es decir, todos los derechos constitucionales, sin
distinción alguna, son justiciables.

En este sentido, los derechos constitucionales deben ser observados desde todas las
dimensiones que abarcan, ya sea desde el análisis de la función que cumplen, de su

«Enríeme Sayagués Laso, Tratado de derecho administrativo. Montevideo: 1953 T. 1p. 183. Obra citada por Agustín Gordillo,
Tmmdode Derecho Administrativo yobras selectas. Buenos Aires: Fundación de Derecho Adm.mstraUvo, lera. Ed., p. Xll-5.
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desarrollo infraconstitucional, así como de las modalidades que estos pueden tener;
análisis bajo el cual, el juez constitucional, caso a caso, debe discernir acerca de si se
trata de la vulneración de un derecho constitucional como tal o del reconocimiento de la
titularidad de un derecho-justicia ordinaria-.5

En razón de lo citado, se colige que en el presente caso, se pretende que una
función otorgada a un órgano de la administración pública, sea concebida como
un derecho, y así poder determinar que este acto necesita una protección
constitucional -acción de protección-, situación que carece de verosimilitud en
tanto los derechos constitucionales y las garantías establecidas por la Norma
Suprema, que sin duda constituyen uno de los pilares sobre los que se asienta el
modelo constitucional vigente, tienen un fin y un medio para la solución del caso
en las diferentes esferas jurisdiccionales -justicia constitucional-, de tal suerte
que el conocimiento y resolución de unaacción de protección debe constreñirse a
las normas que regulan la garantía y al ámbito de protección de esta.

En razón de aquello, la Corte Constitucional del Ecuador ha señalado que a los
jueces constitucionales en el marco del conocimiento de una acción de
protección:

... les corresponde verificar si el acto u omisión vulnera o no derechos constitucionales.
Paraello, es indispensable realizar un recorrido analítico respecto a varios elementos, de
manera preponderante, dada su competencia, las normas constitucionales y de derecho
internacional que regulan las relaciones propias de cada caso. El rol de los jueces
constitucionales es importante en la construcción de un estadosocial de derechos, en el
que el juez ya no es considerado un mero aplicador de la ley, sino quien, de forma
activa, debe velar por el cumplimiento de los principios y valores contemplados en la
Constitución, en vista de su integralidad6...

Por tanto, se evidencia que dichos administradores de justicia han
desnaturalizado con su decisión el objeto de la acción de protección, toda vez que
asimilaron el concepto de competencias con el de derechos. Así también, por
cuanto tuvo lugar un ejercicio de interpretación de prescripciones normativas
infraconstitucionales tales como los artículos 130 de Código Orgánico de
Organización Territorial, Autonomía y Descentralización (COOTAD) y 123 de la
Ley Orgánica Reformatoria a la Ley Orgánica de Transporte Terrestre, Transito y
Seguridad Vial.

En virtud de aquello, la Sala, al confirmar la sentencia del juez a quo, contribuyó
a la desnaturalización de la acción de protección como protectora de derechos
constitucionales y en razón de aquello, inobservó prescripciones normativas
í¿-
5Corte Constitucional del Ecuador,sentencia N.°146-14-SEP-CC del caso N.°1773-11-EP.
6Corte Constitucionaldel Ecuador, sentencia N.°258-15-SEP-CC del caso N.°2184-11-EP.
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nrevias claras y públicas que debían ser aplicadas en el conocimiento de una^éZllJén, conforme lo establecido en la Constitución de la Repúbhca
Sd Ecuador y en la Ley Orgánica de Garantías Constitucionales y Control
Constitucional.

En virtud de lo expuesto, la Corte Constitucional del Ecuador determina que la
sentencia del 2 de agosto del 2011, emitida por la Sala Penal de la Corte
Provincial de Justicia de Loja, vulneró el derecho ala seguridad jurídica previsto
en el artículo 82 de laConstitución de laRepública.

Consideraciones adicionales de la Corte Constitucional

Esta Corte Constitucional, tratándose de una acción extraordinaria de protección
presentada contra una sentencia proveniente de una garantía jurisdiccional, ycon
la finalidad de garantizar una tutela judicial efectiva y expedita, considera
necesario verificar la existencia de vulneraciones aderechos constitucionales en
la sentencia de primer nivel. Por lo que en aplicación del principio iura novit
curia1, procederá aanalizar la sentencia de primera instancia.

La pretensión de los accionantes en la acción de protección en relación ala
alegada vulneración del derecho ala seguridad jurídica, consecuencia de la
inobservancia de la competencia atribuida a los GAD municipales, ¿era un
asunto propio de conocimiento ytutela mediante una acción de protección.

Conforme se ha manifestado, la acción de protección tiene como objeto el
amparo directo y eficaz por la vulneración de derechos constitucionales por
acción uomisión; presupuestos que se encuentran contenidos en el articulo 88 de
la Constitución de la República del Ecuador, en concordancia con el articulo 39 y
siguientes de la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control
Constitucional.

En virtud de aquello, es necesario citar la argumentación efectuada en la
sentencia dictada por el Juzgado Tercero de lo Civil de Loja, que resolvió aceptar
la acción de protección presentada por el alcalde yel procurador síndico de Loja,
y que en lo principal, señaló lo siguiente:

' Respecto al principio iura novi, curia, este Organismo Constitucional mediante sentencia N- 118-14-SEP-CC de ^de agos£ de
2014 ha señalado que: "El artículo 4 numeral 13 de la Ley Orgánica de Garantías jurisdiccionales yControl Constitucional
consagra el principio iura novi, curia, en virtud del cual, esta Corte se encuentra plenamente,facultada para anahzar yPronuncmrse
sobre los hechos presentados asu conocimiento, en aplicación de normas no argumentadas \por la amonante, cuando ello podría
generar afectación aderechos constitucionales. Lo dicho es posible yjurídicamente aceptable, mas aun si se toma en consideración
que la acción extraordinaria de protección, al igual que las demás garantías jurisdiccionales, goza de un carácter de mformal.dad
para su presentación, conforme lo establece el artículo 86 numeral 2literal cde la Constitución."
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El oficio materia de la impugnación suscritopor el señor Ricardo Antón, si bienenuncia
la Transitoria Décimo Séptima de LOTTTSV, lo que nada es discutible en relación a la
ley, en la parte última hace conocer que: "Transcurrido los dos meses les remitiremos
los Permisos de Operaciones donde constarán los socios, accionistas y los vehículos que
definitivamente operarán en el servicio de taxi ejecutivo" y el Dr. Marco Armijos, al
remitir este oficio a la Jefe de la Unidad Municipal de Tránsito del Municipio de Loja,
remite la nómina de las compañías en formación; con lo que se determina que será la
Dirección Ejecutiva quien remitirá permisos de operación a compañías de transporte en
Loja según el listado, títulos habilitantes que de acuerdo a los artículos transcritos de la
LOTTTSV y el reglamento general de aplicación de esta ley, mismos que tienen el
amparo constitucional en el Art. 264 numeral 6, son competencia exclusiva en el
presente caso del Municipio de Loja, por haber asumido las competencias en la
organización, planificación y regulación del tránsito y transporte terrestre, mediante el
Convenio de Transferencia de Funciones entre el Consejo Nacional de Tránsito y
Transporte Terrestre, representado por el señor Ministro de Gobierno, Doctor Vladimiro
Alvarez Grau y por otra parte el Concejo Municipal de Loja, representado por el Dr.
José Bolívar Castillo Vivanco, en calidad de Alcalde del cantón y el Dr. Eduardo
Valdiviezo Procurador Síndico, con fecha 11 de mayo del 1999 (...) Competencia que
ha sido reconocida por el señor Ricardo Antón Khairalla, cuando en el oficio No. DE-
ANT-2011, de fecha Quito 6 de mayo del 2011, dice: Como alcance al oficio No.
0001202-DE-ANT-2011 de abril 8/2011 envié oficio No. 0001202-1-DE-ANT-2011 de
abril 6/2011, donde aclarábamos que en las ciudades donde los Municipios tienen las
competencias en tránsito (Distrito Metropolitano-Quito, Cuenca, Loja, Ambato, Ibarra,
Otavalo), serán estas instituciones quienes ulteriormente emitirán los Permisos de
Operación de acuerdo a los estudios técnicos de oferta demanda y requisitos constantes
en la norma legal". Sin embargo nada ha dicho o aclarado respecto a la disposición de
que las cooperativas, empresas u operadores, conductores y vehículos que prestan
actualmente el servicio ejecutivo en fase jurídica de transición y que se encuentran
inmersos en dicho proceso de legalización y regulación ante la Agencia Nacional de
Transporte Terrestre, Tránsito y Seguridad Vial, no sean sancionados como constaba en
el primer oficio (No. 00001202-DE-ANT-2011) y en relación a la lista de compañías
que se adjuntó al remitir este oficio a la Jefatura de Tránsito de la Municipalidad de
Loja, encontrándose vigente la disposición; lo que significa entrar en materia de
regulación y control de tránsito y transporte terrestre, que es competencia exclusiva del
Municipio del cantón Loja, a través de la Unidad Municipal de Transito, más aún,
cuandoconsta de autos que en aplicación a la ordenanzaque Planifica,Regla y Controla
el Transporte Terrestre de Taxi con Servicio de Ejecutivo en el cantón Loja (...) y el
Instructivo para la concesión del permiso de operaciónpara la prestacióndel serviciode
taxi ejecutivo en el cantón Loja (...), el proceso de selección de los aspirantes al
servicio de taxi ejecutivo, ya concluyó en la ciudad de Loja.- Evidenciándose que el
acto impugnado contenidos (sic) en los oficios 0001202-DE-ANT-2011 de abril 8/2011
y 0428-D-UAPTL-2011 (...), atenta contra la competencia que le da la Constitución en
este caso al Municipio de Loja, para planificar, regular y controlar el tránsito y el
transporte público dentro del territorio cantonal, menoscabando y vulnerando los
derechos al debido proceso en cuanto como garantías básicas corresponde a toda

7autoridad administrativa o judicial, garantizar el cumplimiento de normas y los derechos
tas partes y permitirel derecho a la defensa en toda etapa o grado del procedimiento.

Y a la seguridad jurídica que se fundamenta en el respeto a la Constitución y en la
existencia de normas jurídicas, previas, claras, públicas y aplicadas por las autoridades. . \L
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comoetentes- SÉPTIMO: En relación a lo manifestado por el abogado de los
accZ dos sobre el pronunciamiento del Procurador General del Estado Dr. DiegoGa^a en 'relación aía consulta del Superintendente de Compañías, Ab^edrc> Solines
Chacón que tiene el carácter de vinculante de conformidad con el Art. 237 de la
Constituctón, es del caso señalar como el mismo abogado lo dice el pronunciarniente.es
™ecto que la competencia (sic) para la emisión de informes previsto de factibihdad
para constitución de compañías es atribución del Director Eecutivo de la Comisión
Nacional de Transporte Terrestre, Transito y Segundad Vial, es por tanto dicho
pronunciamiento en otro ámbito de la pretensión que se conoce en esta acción-
OCTAVO- No existe soporte para establecer que los actos impugnados vulneren el
de^cto^l trabafo Po lo expuesto, ADMINISTRANDO JUSTICIA EN NOMBRE
delMuebloSoberano" del ecuador, y por autoridad de la
CONSTITUCIÓN YLAS LEYES DE LA REPÚBLICA se declara la vulneración de
los derechos constitucionales: Al debido proceso yala seguridad jurídica yse admite la
acción de protección. Consecuentemente se deja sin efecto e oficio No. 0438-D-
UAPTL suscrito por el Dr. Marco Armijos, Director de la Unidad Administrativa
S^üTlWnSto yel oficio nro. 0001202-DE-ANT-2011, de fecha 08 de abrí de
2011, suscrito por el Sr. Ricardo Antón, Director Ejecutivo de la Agencia Nacional de
Tránsito.

De lo expuesto, se evidencia que la autoridad jurisdiccional en cuestión, declaró
que en virtud de la intromisión en las competencias conferidas a los gobiernos
autónomos municipales, contenidos en el artículo 264 numeral 6 de la
Constitución de la República del Ecuador, se vulneró el derecho a la segundad
jurídica y al debido proceso.

Al respecto, conforme el análisis realizado en el problema jurídico precedente se
puede evidenciar que los jueces ad quem, replicaron los argumentos empleados
en la sentencia de primera instancia, en tanto se asemejó el concepto de
competencias con el de derechos.

Situación que fue dilucidada claramente en párrafos anteriores, en relación aque
una competencia no es un derecho constitucional, y que el conflicto de
competencias entre las dos entidades públicas, atiende aotra naturaleza distinta a
la acción de protección, misma que tiene por objeto el amparo directo yeficaz de
derechos constitucionales, cuando por acción u omisión de cualquier autoridad
pública no judicial, se los vulnere.

Por tanto, la Corte Constitucional del Ecuador determina que la discusión central
de la acción de protección presentada por parte del alcalde del Municipio de Loja
ysu procuradora sindica, no involucra controversia alguna sobre vulneraciones a
derechos constitucionales sino discrepancias relativas a los ámbitos de
competencias de cada institución en materia de\ tránsito, por lo que resulta
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evidente que la temática en cuestión no fue un asunto propio de conocimiento y
tutela mediante la referida garantía.

III. DECISIÓN

En mérito de lo expuesto, administrando justicia constitucional y por mandato de
la Constitución de la República del Ecuador, el Pleno de la Corte Constitucional
expide la siguiente:

SENTENCIA

1. Declarar la vulneración del derecho a la seguridad jurídica consagrado
en el artículo 82 de la Constitución de la República del Ecuador.

2. Aceptar la acción extraordinaria de protección planteada.

3. Como medidas de reparación integral se dispone:

3.1. Dejar sin efecto la sentencia dictada el 2 de agosto del 2011,
por la Sala de lo Penal de la Corte Provincial de Justicia de
Loja.

3.2. Dejar sin efecto la sentencia dictada el 6 de junio del 2011,
por el Juzgado Tercero de lo Civil de Loja y además, se
dispone el archivo de la acción de protección N.° 0279-2011.

4. Notifíquese, publíquese y cúmplase

www.corteconstitucional.gob.ee
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Razón: Siento por tal, que la sentencia que antecede fue aprobada por el Pleno
de la Corte Constitucional, con ocho votos de los señoras juezas yseñores jueces:
Francisco Butiñá Martínez, Pamela Martínez Loayza, Wendy Molina Andrade
Marien Segura Reascos, Ruth Seni Pinoargote, Roxana Silva Chicaiza, Manuel
Viteri Olvera y Alfredo Ruiz Guzmán, sin contar con la presencia de la jueza
Tatiana Ordeñana Sierra, en sesión del 22 de junio del 2016. Lo certifico.

''Kf
l/mw/JPCH/mw/jnsb
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RAZÓN.- Siento por tal, que la sentencia que antecede fue suscrita por el señor
Alfredo Ruiz Guzmán, presidente de la Corte Constitucional, el día lunes 04 dejulio
del dos mil dieciséis.- Lo certifico.

JPCH/LFJ
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RAZÓN.- Siento por tal que, en la ciudad de Quito, a los cuatro días del
mes de julio de dos mil dieciséis, se notificó con copia certificada de la
sentencia 198-16-SEP-CC de 22 de junio del 2016, a los señores: Marcos
Iván Caamaño Guerrero, delegado de la Ministra deTransporte y Cynthia
María Guerrero Mosquera, Directora Ejecutiva de la Agencia Nacional de
Tránsito en la casilla constitucional 086; alcalde y procurador síndicodel
GAD Municipal del Cantón Loja en las casillas constitucionales 428, 547
y en el correo electrónico asesoriaiuridica@loia.gob.ec: Procurador
General del Estado en la casilla constitucional 018; jueces de la Sala
Penal de la Corte Provincial de Justicia de Loja, mediante oficio 3499-
CCE-SG-NOT-2016 a quienes además se devolvió el expediente remitido
a esta Corte; y, juez de la Unidad Judicial Civil de Loja (ex Juzgado
Tercero de lo Civil de Loja), mediante oficio 3500-CCE-SG-NOT-2016;
conforme consta de los documentos adjuntos.- Lo certifico.-

JPCH/mmm
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Corte
Constitucional
del ecuador

GUIA DE CASILLEROS CONSTITUCIONALES No. 0383

ACTOR
CASILLA

CONSTITU

CIONAL
DEMANDADO/TERCER INTERESADO

CASILLA

CONSTITU

CIONAL
NRO. DE CASO

FECHA DE

RESO. SENT.

DICT. PROV. O

AUTOS

MARCOS IVÁN CAAMAÑO
GUERRERO,DELEGADO

DE LA MINISTRA DE

TRANSPORTE Y CYNTHIA

MARÍA GUERRERO
MOSQUERA, DIRECTORA

EJECUTIVA DE LA

AGENCIA NACIONAL DE

TRÁNSITO

086

ALCALDE Y PROCURADOR

SÍNDICO DEL GAD MUNICIPAL
DEL LOJA

428

Y

547

1672-11-EP
SENTENCIA DE

22 DE JUNIO

DE 2016PROCURADOR GENERAL DEL

ESTADO
018

CÉSAR ROBALINO
GONZAGA, DIRECTOR

EJECUTIVO DE LA

ASOCIACIÓN DE
BANCOS PRIVADOS DEL

ECUADOR

275

PROCURADOR GENERAL DEL

ESTADO
018

0010-13-IN
SENTENCIA DE

15 DE JUNIO

DE 2016

ALEXIS JAVIER MERA GILER,
SECRETARIO GENERAL

JURÍDICO DE LA
PRESIDENCIA DE REPÚBLICA

001

CARLA ESPINOSA CUEVA,
PROCURADORA JUDICIAL DE

LA PRESIDENTA DE LA

ASAMBLEA NACIONAL

015

PROCURADOR GENERAL DEL

ESTADO
018 005 3-15-IS

SENTENCIA DE

22 DE JUNIO

DE 2016

JULIO ERNESTO

SALGADO HOLGUÍN
487 DEFENSORÍA PÚBLICA 061 0566-16-EP

AUTO DE 21 DE

JUNIO DE 2016

Total de Boletas: (11) Once Quito, D.M., 04 de julio del 2016

www.corteconstitucional.gob.ee

Té'Mendietá'T^
ASISTENTE CONSTITUCIONAL
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Telfs.: (593-2) 394-1800
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Notificados

De: Notificador3
p^Íad° el: lunes, 04 de julio de 2016 16:24
ara' 'asesoriajuridica@loja.gob ec'

D«radju„,OS: ^£Zl™>a*"*JUn¡° ^ 2°16





Servicio: EMS
GUÍA DE ENVÍOS

Usuario:

marlene mendieta

Fecha: 2016-07-04

Orden de trabajo

EN-13424-2016-07-13921906

REMITENTE

CORTE CONSTTTUCIONAL

Número de Identificación:

1760001980001

Provincia:

PICHINCHA

Dirección:

AV. 12DE OCTUBRE N16-114 YPASAJE NICOLÁS JIMÉNEZ FRENTE AL PARQUE EL
ARBOLITO

Referencia:

Ciudad/Cantón:

QUITO

Código Cliente:
13424

Tipo de identificación:

RUC

Parroquia:

Teléfonos: E-mail:francisco.perez@cce.90b.ec
l-"ifma del empleado Que acepta el envío

descripción del comenido i SOBRE

Hora: 15:13:49

ÍTT1
EN644490255EC

DESTINATARIO

JUECES PELA SALA PENAL DE LA CORTE PROVINCIAL DE JUSTICIA DE LOJA
Número de Identificación:

LOJA

Dirección:

CALLE BOLÍVAR ENTRE ROCAFUERTE Y10 DE AGOSTO. EDIF. PLAZA FEDERAL
NOTIFICACIÓN YDEV. EXPEDIENTE 1672-11-EP

Refencia:

Ciudad/Cantón:

LOJA

Tipo de identificación:

Parroquia:

NOTIFICACIÓN YDEV. EXPEDIENTE 1672-11-EP

Teléfonos: 3703200 E-mail:

Para conidias oñámenlos comunique» ai 1700 CORREO (267 7361 /Email co-poral.-«Lor,e«0eteJac»x.go6.
(Hofa fcl

Firma:

CDE-OPE-FR013





Servicio:

EMS

ORDEN DE TRABAJO

Usuario:

marlene mendieta

04 | 07 | 2016 15 | 14
EN-13424-2016-07-13921906

*3^-*- : •ijns'''"-? <

Nombre del Cliente:

CORTE CONSTITUCIONAL

Número de Identificación: Tipo de Identificación:

1760001980001 RUC

Provincia: Ciudad/Cantón: Parroquia:

PICHINCHA QUITO

Dirección:

AV. 12 DE OCTUBRE N16-114Y PASAJE NICOLÁS JIMÉNEZ FRENTE AL PARQUE ELARBOLITO

Referencia:

Teléfonos:

S-Sr-í

Total de envíos:

1

E-mail:

francisco perez@cce gob.ec

JtJrüSd-iAZit^jJÍ^i -3}W/WS; " --^M+M
Peso total(gramos): Valor declarado total: Servicios adicionales:

Lote No.

2509676

Referencia del Lote:

JUECES DE LA SALA PENAL DE LA CORTE PROVINCIAL DE JUSTICIA DE LOJA -
NOTIFICACIÓN Y DEV EXPEDIENTE 1672-11-EP

Firma del CLIENTE:

Responsable de Ventanilla: Responsable de Admisión:

Fecha de recogjda,<pD/MM/AAAA):
T*jtr¡w

Hora de recogida (24h00):

Total de envíos recibidos:

^^"^ert'-X

itv^r

TOTAL DE ENVÍOS LOCALES:

TOTAL DE ENVÍOS NACIONALES

TRAYECTO 1:

TOTAL DE ENVÍOS NACIONALES

TRAYECTO 2:

Para consultas o requerimientos comuniqúese al: 1700 CORREO (267 736) / Email:
serv¡c¡oalcliente@correosdelecuador.com.ec

CDE-OPE-FR022





Corte
Constitucional
del ecuador

Quito D. M., 04 de julio del 2016
Oficio 3499-CCE-SG-NOT-2016

Señores jueces
SALA PENAL DE LA CORTE PROVINCIAL DE JUSTICIA DE LOJA

Loja.

De mi consideración:

Para los fines legales pertinentes, remito copia certificada de la sentencia
198-16-SEP-CC de 22 de junio de 2016, emitida dentro de la acción
extraordinaria de protección 1672-11-EP, presentada por Marcos Iván
Caamaño Guerrero, delegado de la Ministra de Transporte y Cynthia
María Guerrero Mosquera, Directora Ejecutiva de la Agencia Nacional de
Tránsito, referente a la acción de protección 285-2011, a la vez devuelvo
el expediente constante en 06 cuerpos con 561 fojas útiles de primera
instancia y 01 cuerpo con 87 fojas útiles de segunda instancia, a fin de
que se dé cumplimiento a lo dispuesto en la parte resolutiva de la
sentencia.

Atentamente,

/Anexo: lo indicado
JPCH/mmm

Chamorro

íetario General
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GUÍA DEENVlOS

húmerode Identificación:
1760001980001

3rovincia:

PICHINCHA

Dirección:

Ciudad'Cantón:

QUITO

Tipode identificación:
RUC

Parroquia:

AV.120EOCTUBREN16-.,4 YPASAJE NICOLÁS JIMÉNEZ FRENTE
ARBOLITO

AL PARQUE EL

Referencia:

Teléfonos:
E-mail:francisco.perez@cce.Qob.e

Firma de) empleado oue acepta e) envo;

descripción « cortenido; t SOBRE

JUEZ DE LA UNIDAD JU0|C|AL C|V|L DE LOJA (EX JUZGADO
TERCERODELOCIVIL..

Númerode Identificación:

Provincia:

Dirección:

Ciudad/Cantón:

LOJA

Tipode identificación:

Parroquia:

CALLE COLÓN ^TRE BOLÍVAR VSUCRE. EDIF. FUNCIÓN JUDKIAL LOJA
NOTIFICACIÓN CAUSA 1672-11-EP

Refencia:

NOTIFICACIÓN CAUSA 1672-11-EP

Teléfonos: 3703200 Email:

P3,a "•"""»* °'"«*-« comunique „ ,700 COTREO (267 736| /E..Í
=«cha' (Hora: fct

cotpoiaiivo@correosdetecuador.gob.ec
Firma:





Nombre del Cliente:

Servicio:

EMS

04 | 07 | 2016

ORDEN DE TRABAJO

Usuario:

marlene mendieta

Moras MirutDS

15 | 19

CORTE CONSTITUCIONAL

EN-13424-2016-07-13921960

"-j^gjap

Número de Identificación: Tipo de Identificación:

1760001980001 RUC

Provincia: Ciudad/Cantón: Parroquia:

PICHINCHA QUITO

Dirección:

AV. 12 DE OCTUBRE N16-114 Y PASAJE NICOLÁS JIMÉNEZ FRENTE ALPARQUE ELARBOLITO

Referencia:

Teléfonos: E-mail:

francisco perez@cce gob ec

Total de envios: Peso total(gramos): Valor declarado total: Servicios adicionales:

Lote No.

2509745

s¿£4? .—

Firma del CLIENTE:

£«•:

Referencia del Lote:

JUEZ DE LA UNIDADJUDICIAL CIVILDE LOJA (EX JUZGADO TERCERO DE LO CIVIL DE
LOJA) - NOTIFICACIÓN CAUSA 1672-11-EP

Firma del CARTERO CDE EP:

/'- «&gg
Fecha de recogida (DD/MM/AAAA):

0 4 JUL. 2016

Hora de recogida (24h00):

Total de envios recibidos:

Responsable de Ventanilla: Responsable de Admisión: TOTAL DE ENVÍOS LOCALES:

TOTAL DE ENVÍOS NACIONALES

TRAYECTO 1:

TOTAL DE ENVÍOS NACIONALES

TRAYECTO 2:

Para consultas o requerimientos comuniqúese al: 1700 CORREO (267 736) / Email:
servicioalcliente@correosdelecuador.com.ee

CDE-OPE-FR022





Corte
Constitucional
DEL ECUADOR

Quito D. M., 04 de julio del 2016
Oficio 3500-CCE-SG-NOT-2016

Señor juez
UNIDAD JUDICIAL CIVIL DE LOJA
(Ex Juzgado Tercero de lo Civil de Loja)
Loja.-

De mi consideración:

Para los fines legales pertinentes, remito copia certificada de la sentencia
198-16-SEP-CC de 22 de junio de 2016, emitida dentro de la acción
extraordinaria de protección 1672-11-EP, presentada por Marcos Iván
Caamaño Guerrero, delegado de la Ministra de Transporte y Cynthia
María Guerrero Mosquera, Directora Ejecutiva de la Agencia Nacional de
Tránsito, referente a la acción de protección 279-2011, a fin de que se dé
cumplimiento a lo dispuesto en la parte resolutiva de la sentencia.

Atentamente,

Jai^feyPbzo Chamorro
Secretario General

nexo: lo indicado

5PCH/mmm
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